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CAPÍTULO V
La institucionalización de las 
políticas públicas en el espacio 
universitario para nuevos saberes
Rigoberto Pérez Ramírez 
Introducción
Para el enfoque neo-institucionalista, la dinámica de hoy 
en el mundo globalizado basado en la economía del cono-
cimiento en la era digital (Velasco, 2003) ha afectado a to-
das las instituciones incluidas las universidades, las cuales 
se encuentran en un proceso de cambio en la adaptación 
de procedimientos y criterios académicos a las nuevas exi-
gencias colaboracionistas con las empresas y el desarrollo 
planeado desde los ámbitos de la política.
Resulta evidente la importancia del nuevo institucionalis-
mo para analizar las políticas de cambio en la educación 
superior, pues reconceptualiza el proceso de cambio de las 
políticas públicas en la provisión de servicios educativos 
con la clara intención de frenar el crecimiento de la edu-
cación pública, agregándose un nuevo tipo de instituciones 
con orientación al mercado.
Justamente desde esta visión se pretende examinar la ins-
titucionalización de las políticas públicas en la universidad 
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instrumentadas por el Estado mexicano, en particular, las imple-
mentadas en el estado de México para la Universidad Autónoma del 
Estado de México (UAEM), en el caso específico del Centro Univer-
sitario Valle de México (CUVM), que inciden en nuevos saberes por 
competencias con arreglo al mercado en un mundo globalizado.
En tal sentido, el presente trabajo tiene como objetivo analizar los 
principales elementos para la construcción conceptual de los nuevos 
saberes por competencias que deben adquirir los estudiantes de las 
carreras económico-sociales en el espacio del Centro Universitario 
Valle de México, que permita comprender las políticas públicas en 
materia de educación implementadas por la Universidad Autónoma 
del Estado de México.
El trabajo se divide en: 1) La teoría neo-institucional y el estudio de la 
educación universitaria, 2) Prolegómenos y principales contribuciones 
del institucionalismo sociológico en la educación, 3) Marco institu-
cional del proceso de las políticas públicas en la educación superior, 
4) Políticas públicas en la educación superior, 5) Políticas públicas y 
nuevos saberes, 6) Políticas estratégicas basadas en competencias de 
la UAEM, 7) Los saberes en el Centro Universitario Valle de México. 
La teoría neo-institucional y el estudio  
de la educación universitaria 
En la teoría social contemporánea se observa el resurgimiento de la 
preocupación por el estudio de las instituciones, el cual fue identificado 
por James March y Johan Olsen (1984), como nuevo institucionalis-
mo de la ciencia política, la historia, la economía y la sociología, esta 
última relacionada con el análisis organizacional en el campo de la 
educación. Esta perspectiva es una reacción a los enfoques conductis-
ta y de la elección racional en las ciencias sociales (Powell y DiMaggio, 
2001). Para estos desarrollos teóricos, los resultados sociales eran, 
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o bien producto de los resultados de las conductas individuales que 
consideraban a las instituciones epifenoménicas, la simple suma de 
las propiedades individuales, o bien eran reflejo de la acción del indivi-
duo racional, para maximizar su utilidad en un marco de restricciones 
institucionales. La omisión de estas orientaciones del contexto social 
y de la permanencia de las instituciones sociales trajo un costo muy 
alto, esencialmente en un mundo en el que “las instituciones sociales, 
políticas y económicas se han expandido, se han vuelto más comple-
jas y cuentan con más recursos, y prima facie son más importantes 
para la vida colectiva” (March y Olsen, 1984: 734). 
A diferencia de estos dos enfoques (conductista y de la elección ra-
cional), la perspectiva del nuevo institucionalismo, define las institu-
ciones como las reglas del juego que permitirán vivir con un grado de 
mayor certidumbre a la sociedad.
Por otra parte, aun cuando la disertación de las instituciones ha co-
brado impulso en las últimas décadas, cierto escepticismo existe en 
la comunidad académica al considera el nuevo institucionalismo no 
tan nuevo. Por ejemplo, la ciencia política, desde sus inicios, se ha en-
focado al estudio de las instituciones. El Estado ha sido esencial para 
el estudio de la política y, por ende, “traer de nuevo” el estudio de sus 
instituciones no significa una gran innovación. También se ha gene-
rado gran confusión, pues los enfoques del nuevo institucionalismo 
no comparten una definición globalmente aceptada de “institución”, 
ni tampoco comparten un programa común de investigación o me-
todología (Immergut, 2006: 387-388). Desde el paradigma kuhniano 
esto podría interpretarse como un fallo en encontrar un paradigma 
que orientara esta tarea en una dirección determinada (Kuhn, 1982).
Pero si no tenemos un paradigma único, si carecemos de una idea 
orientadora, poseemos, en cambio, varias ideas paradigmáticas com-
plementarias entre sí para ganarse los adeptos y para ofrecer la mejor 
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explicación posible de aquello que consideran aspectos relevantes del 
papel de las instituciones en el ámbito económico, político y social.
En su ensayo “El neoinstitucionalismo y la revalorización de las insti-
tuciones”, Rivas Leone (2003) considera que la perspectiva del nuevo 
institucionalismo es “sumamente rica para adentrarnos en el estudio 
de nuestros sistemas políticos, los cambios que adquiere el Estado en 
su arquitectura y fisonomía, la cuestión de la [educación], el desem-
peño institucional y gubernamental […] el institucionalismo consti-
tuye una de las expresiones más acabadas de la transdisciplinariedad 
[…]” (Rivas, 2003: 44), o como bien dice Elinor Ostrom (1990), en su 
obra seminal El gobierno de los comunes, estas interpretaciones ratifi-
can la dimensión multianalítica del nuevo institucionalismo. 
Como expresa Guy Peters (2003), en El nuevo institucionalismo. La 
teoría institucional en la ciencia política, “[…] los diversos enfoques 
[del nuevo institucionalismo] deben considerarse como explicacio-
nes complementarias y no competitivas de los fenómenos políticos 
[económicos y sociológicos relacionados con el análisis organizacional]” 
(Peters, 2003: 14, las cursivas son mías). En este último es donde se 
ha centrado el estudio de la educación, la escuela y la universidad. 
Prolegómenos y principales contribuciones del 
institucionalismo sociológico en la educación
La escuela del institucionalismo sociológico surge como parte de la 
teoría organizacional de los años setenta del siglo pasado. Esta co-
rriente considera que los mecanismos y procedimientos organizacio-
nales fueron vistos a la luz de prácticas culturalmente específicas y 
asimiladas dentro de las organizaciones no sólo para incorporar la 
eficiencia y los propósitos administrativos, sino también se revelan 
como resultado de los tipos de procesos asociados con la transmi-
sión de prácticas culturales más generales.
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La corriente sociológica tiene tres rasgos distintivos, a saber: 1) tiende 
a definir a las instituciones de manera más general que los estudios 
de la elección racional, incluyendo no sólo las reglas, los procedi-
mientos o normas formales, también los sistemas de simbología, los 
patrones morales para proporcionar los significados, los códigos que 
orientan las acción humana; 2) comprende la relación entre las ins-
tituciones y la acción individual, los individuos en un marco institu-
cional han sido socializado en los roles organizacionales específicos, 
interiorizando las normas identificadas con los roles, de esa manera, 
las instituciones afectan el comportamiento individual, pero partir 
de la acción recíproca; roles organizacionales y acción cultural son 
formas complementarias; y 3) la acción individual surge con la inter-
pretación. De ahí, un individuo que enfrenta una situación dada debe 
encontrar las maneras de reconocerla y responder a ella con base en 
su experiencia organizacional (Perlman y Pineda, 2006: 83-86). 
Para March y Olsen (1997), en el nuevo institucionalismo sociológico, 
se destacan los elementos cognitivos en la relación entre individuos 
e institución y concibe a las instituciones, por ende, como marcos de 
referencia cultural que determinan el comportamiento de los indivi-
duos. Dentro de esta corriente sociológica no habría cabida para nin-
gún ejercicio racional; las prácticas institucionales son simplemente 
productos culturales y los individuos se apegan a ellas, porque pue-
den considerar otras alternativas de comportamiento que las pres-
critas por la cultura institucional donde viven y han sido socializados.
En este enfoque, se parte de concebir y tener a las instituciones como 
grandes marcos de referencia cultural, conciben a un actor que no 
sólo se mueve en función de la racionalidad, limitada desde esta 
perspectiva es, sino principalmente a través de patrones de conduc-
ta, roles, agencias y procesos de socialización e interacción respecti-
vamente gestados y reproducidos a lo largo de la historia.
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Las instituciones y los procesos estructuradas alrededor de ellas 
(socialización-deliberación-participación) son una creación huma-
na, las mismas tienen como fin no sólo servir de soporte social, sino 
además imponen roles, conductas, usos, costumbres, sancionan y 
premian, incentivan y castigan tanto al ciudadano como a los gru-
pos, respectivamente y, en fin, moldean y canalizan nuestras expec-
tativas y preferencias sociales, políticas, económicas, culturales, 
etcétera (Rivas, 2003).
La acepción otorgada aquí a la institución se caracteriza por el hecho 
de definirse como aquella que contribuye al logro del “bien común” 
(como el caso de una universidad), con un estatus legal y simbólico, 
en tanto, la organización tiende a realizar objetivos específicos en el 
contexto de la eficiencia (como en las empresas).
No se puede olvidar que hay una organización en la institución (la 
institución debe estar organizada para cumplir su misión), aún si pre-
valece el componente institucional. Del mismo modo, hay institu-
ción en la organización se refiere a los aspectos considerados como 
“indiscutibles” en el sentido antropológico del término. 
Con base en estos prolegómenos, la incorporación del nuevo institu-
cionalismo sociológico en los estudios organizacionales y, específi-
camente en el campo educativo, puede ubicarse en la publicación de 
John W. Meyer (1977), The Effects of Education as a Institution, así como, 
en el artículo colectivo de Meyer y Rowan (1977), Institutionalized 
Organizations: Formal structure as myth and ceremony. Este enfoque 
constituye un interés en las instituciones como variables indepen-
dientes, una nueva orientación hacia las explicaciones cognoscitivas 
y culturales, y un interés en las propiedades de las unidades de aná-
lisis supraindividuales que no pueden ser reducidas a agregados o a 
consecuencia directas de los atributos o motivos de los individuos 
(Powell y Dimaggio, 2001: 42).
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En esta perspectiva, la institucionalización es “un proceso fenome-
nológico por el cual algunas relaciones y acciones sociales llegan a 
darse por sentado” y un estado de cosas donde los conocimientos 
compartidos definen “lo que tiene significado y las acciones que son 
posibles” (Zucker citado por Powell y Dimaggio, 2001: 43). Las insti-
tuciones son convenciones que lejos de ser percibidas como meras 
conveniencias, “toman un status con carácter de norma en el pensa-
miento y acción social” (Powell y Dimaggio, 2001: 43).
En el análisis del campo de la educación desde el nuevo instituciona-
lismo sociológico, dos supuestos resultan claves: el primero, la edu-
cación representa una institución altamente compleja, dando lugar a 
prácticas contingentes y controvertidas. La educación puede asumir 
diferentes formas dependiendo del trabajo colectivo de los distintos 
actores, por ejemplo, las actividades de los estudiantes, la visión de 
los administradores o la de los profesores (Buendía, 2011). 
El segundo supuesto establece la necesidad de diferenciar a las or-
ganizaciones “suaves”, como las escuelas, las universidades y hospi-
tales, de las organizaciones denominadas “duras”, las empresas y las 
organizaciones dedicadas a la producción, el comercio y la interme-
diación financiera. En esta diferenciación es necesario reconocer que 
en las organizaciones “suaves” los criterios e indicadores formales 
de desempeño económico, centrados en la productividad y eficien-
cia técnica y en la rentabilidad económica, no se aplican de manera 
directa ni se expresan de manera explícita en la estructura y las prác-
ticas de la organización (Ibarra, 2008: 4). 
Resulta evidente la importancia del nuevo institucionalismo para 
analizar las políticas de cambio en la educación superior, pues re-
conceptualiza el proceso de cambio que han sufrido las políticas 
públicas en la provisión de servicios educativos por parte del sector 
privado con la clara intención de frenar el crecimiento de la educación 
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pública, agregándose un nuevo tipo de instituciones con orientación 
al mercado1 o for-profit (Levy citado por Buendía, 2011). 
A esta tendencia Slaughter y Larry (1999), de la Universidad de Arizo-
na, la  llaman “capitalismo académico” e implica que todos los acto-
res involucrados en el proceso educativo entren en la práctica y en la 
lógica del intercambio económico, ello incluye a los profesores y sus 
esfuerzos por obtener recursos externos, con lo cual entran de lleno 
a la práctica valorativa del mercado, por su parte, los estudiantes 
son transformados en sujetos de crédito que sustituye el subsidio a 
las instituciones universitarias, con lo cual los estudiantes también 
entran a la lógica valorativa del mercado (Ramos et al., 2013: 114). En 
términos generales la universidad se va transformando en una espe-
cie de empresa muy parecida a las empresas lucrativas (González, 
2001: 102), contribuyendo en nada o en muy poco a la investigación.
En este sentido, para el enfoque neo-instituiconalista actualmente 
la dinámica mundial ha afectado a todas las instituciones incluidas 
las universidades, las cuales se encuentran en un proceso de cambio 
referente con la adaptación de procedimientos y criterios académi-
cos a las nuevas exigencias colaboracionistas con las empresas y el 
desarrollo planeado desde los ámbitos de la política (Ramos et al., 
2013: 120-121). 
1 La incapacidad de las universidades públicas en México para absorber la deman-
da ha propiciado, en parte, la aparición y florecimiento de un mercado educativo 
privado prácticamente inexistente hasta finales de los años setenta. Así, en 1980 
el 52% de las Instituciones de Educación Superior (IES) eran públicas y el 48% res-
tante eran privadas, mientras en 2012 la proporción es del 32% públicas contra 
el 68% privada. El problema no es el cambio de las proporciones, sino el hecho 
profundo que del total de IES existentes (2 882), sólo una mínima parte realizan 
labores de docencia, investigación y desarrollo tecnológico. El resto son un con-
junto disperso, amorfo y desigual de establecimientos pequeños y medianos que 
funcionan básicamente como “enseñaderos”, es decir, establecimientos dedicados 
exclusivamente a la docencia y la formación profesional en dos o tres carreras es-
pecíficamente ligadas generalmente a los servicios técnicos o profesionales, no a 
la investigación e innovación científico-tecnológica (Acosta, 2014: 97).
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Marco institucional del proceso de las políticas públicas en la 
educación superior
El estudio de las políticas públicas comienza en nuestro país, según 
Aguilar (2004), a mediados de la década de los ochenta y acrecentó 
su presencia a partir de los noventa. Las políticas públicas se distin-
guen de las políticas gubernamentales, porque tienen como esencia 
la participación corresponsable de diversos actores en el conjunto 
de decisiones que se efectúan en cada una de las etapas del ciclo de 
las políticas. Mientras la política gubernamental se refiere cuando 
el curso de acción es decidido, impulsado y evaluado por sólo por el 
gobierno. El análisis de las políticas públicas en el ámbito de la edu-
cación superior implica observar el proceso de creación de la política 
pública, la implementación de los cursos de acción y los resultados 
del mismo. De acuerdo con Valenti y Del Castillo (1997), esos cursos 
de acción (Policy/policies) en el ámbito de la educación superior en 
nuestro país, están enmarcados en procesos de competencia, ejer-
cicio y negociación del poder (Politics), y ocurren al interior de una 
entidad compuesta por tres elementos: jurídico-política, población 
y territorio (Polity).
Por otra parte, analizar el desarrollo del Sistema de Educación Supe-
rior (SES) desde el enfoque de las políticas públicas exige a los hace-
dores de política considerar las multicausalidad de los procesos deci-
sionales y el conocimiento de la mejor opción para lograr soluciones 
(Netzáhuatl, 2013).
Desde esta perspectiva, toda política es un proceso racional de toma 
de decisiones, destinado a definir qué problemas son importantes de 
resolver, cuál es la mejor estrategia para ello y cómo evaluar el resul-
tado de la acción emprendida (Aguilar, 2004).
Analíticamente se identifica el proceso de política pública diversas 
fases “[…] la política es un proceso que se desenvuelve por etapas, 
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cada una de las cuales posee actores, restricciones, decisiones, desa-
rrollos y resultados propios, influye en las demás y es afectada por lo 
que sucede en las otras” (Aguilar, 1993: 15).
Esas etapas no corresponden con lo que ocurre en la realidad, pues 
no son cronológicamente secuenciales, suceden traslapen entre 
ellas. El nombre analítico y el número de etapas forman parte del 
proceso de las políticas públicas o ciclo de la política pública cambia 
de autor en autor; algunos de ellos identifican una secuencia de 14 
etapas: desde el momento previo al reconocimiento de la necesidad 
de una política, hasta la etapa de retroalimentación; mientras, otros 
proponen sólo tres etapas: factores determinantes de políticas, eje-
cución y efectos de políticas. 
Pese a estas diferencias, los analistas coinciden en señalar que cada 
una de esas etapas tiene como punto de partida la definición del pro-
blema público. No todo problema social es considerado un problema 
público ni un problema público pasa a formar parte inmediatamente 
de la agenda de gobierno. La definición del problema y su incorpora-
ción a los asuntos abordados por el Estado o el gobierno, así como 
todo el ciclo de la política pública, implica un proceso de construc-
ción social donde participan diversos actores con pesos diferentes 
(Aguilar, 1993).
El desarrollo de esta disciplina ha llevado a diferenciar el concepto de 
políticas públicas en dos direcciones: la primera, orientada al análisis 
del proceso de las políticas, explica cómo se definen los problemas, 
cómo se definen las agendas, cómo se establecen las políticas, cómo 
se toman las decisiones, cómo se instrumentan y cómo se evalúan; y 
la segunda, enfocada al análisis en y para el proceso de las políticas, 
es más de corte prescriptivo.
La evaluación de las políticas públicas como resultado o como proceso 
se considera como uno de los mecanismos más efectivos para orientar 
y regular el desarrollo de la educación superior. Es un elemento que 
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permite determinar si la implementación de la política está teniendo 
los efectos esperados y, de no ser así, realizar los ajustes necesarios 
para guiar los esfuerzos hacia las metas fijadas.
Las políticas públicas en la educación superior
Para López y otros (2009), la educación pública en el país tiene una 
historia paralela al desarrollo de las políticas públicas. Consideran 
que las reformas a la educación superior han sido resultado de la pre-
sencia y también, de la ausencia de políticas diseñadas e instrumen-
tadas durante casi un siglo, donde actores y factores han marcado su 
historia (López et al., 2009: 2).
Según los especialistas la educación transitó por tres grandes perio-
dos en el siglo pasado. El periodo posrevolucionario de 1920 a 1946, 
denominado “proyecto liberal-posrevolucionario-popular”, donde la 
educación superior estuvo ligada a las políticas de desarrollo social y 
cultural y no a las de desarrollo económico. De los cuarenta a los se-
tenta, al proyecto educativo se le llamó “modernizador”, su objetivo 
principal era formar cuadros profesionales para el desarrollo de una 
economía moderna que promoviera también la movilidad social. El 
tercer proyecto de la educación, llamado por algunos autores “neo-
liberal” en el que la educación pasa ser un elemento de comercio del 
capital cultural. A través de la libre competencia se pretende atraer, 
a partir de sus características de calidad, a los clientes (alumnos) que 
aspiran a poseer capital cultural y trasladarlo como competencias en 
el mercado laboral (López et al., 2009: 2).
Sin entrar en detalle en el análisis histórico de estas políticas educati-
vas y acercándonos a a actualidad, se puede decir que, a finales de los 
noventa y en el transcurso del siglo XXI, predomina el interés por los 
resultados cuantitativos y cualitativos de las políticas en la educación 
superior sujetos a evaluación, así como las políticas estratégicas, las 
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redes e internacionalización, los usos de la tecnología y cómo ocu-
rren los cambios en los espacios de la universidad (Medrano, 2008).
Para Acosta (2014), en México el paradigma predominante de las 
políticas públicas de los últimos años se ha concentrado en el su-
puesto, típico de las teorías del rational choise, donde, tanto los in-
dividuos como los grupos y las instituciones, sólo pueden cambiar 
mediante el esquema de estímulos y recompensas al desempeño. A 
través de los criterios de economía, eficacia y eficiencia del desempe-
ño institucional,2 la pertinencia social de los servicios universitarios, 
la redistribución de la oferta educativa o el grado de madurez de la 
docencia y la investigación, se fue construyendo un proceso de pla-
nificación y evaluación que se extendió hasta los tiempos actuales, a 
todo el SES del país. 
Los procesos de evaluación se determinaron a partir de las recomen-
daciones de organismos internacionales como la Organización de las 
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), 
el Banco Mundial (BM) y la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (OCDE). La principal fuente de financiamiento 
de las instituciones de educación superior (IES) proviene de recursos 
públicos, su asignación, a partir de la modernización de la educación, 
se vincula a la evaluación y ésta al aseguramiento de la calidad (Díaz 
Barriga, citado por Ibarra, 2008).
Para Guerra (2001), México continuó con las políticas públicas en 
respuesta a las demandas internas y externas que según la OCDE 
obedecen a tres tipos de cambios profundos y complejos: la moder-
nización de las instituciones públicas, la difusión de la democracia y 
la adaptación a la globalización económica. 
2 El desempeño institucional se refiere a los insumos (como el gasto público o los 
contratos para construir universidades, etcétera), los resultados (si se construyó 
o no la universidad) e impactos (si los jóvenes lograron asistir a la universidad y si 
lograron aprender).
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La OCDE (2001) sugería atender: a) El grado de eficiencia de los pro-
gramas e instituciones en función del número de graduados con rela-
ción a los estudiantes de nuevo ingreso; b) sus costos unitarios; c) la 
importancia de los programas ofrecidos, tanto en pertinencia como 
en flexibilidad; y d) la acreditación de los programas.
A partir de 2002, la Universidad Autónoma del Estado de México ins-
trumentó una política de ajuste para redimensionar y transformar 
la calidad de la formación profesional universitaria a través de la in-
novación curricular que incorpora planes flexibles con sistemas de 
créditos, con una formación centrada en el estudiante y una articula-
ción equilibrada de los saberes para propiciar un pensamiento crítico 
y capacidad de solucionar problemas, así como la decisión del alum-
no sobre su propio proceso de formación. A ello, se suma, la estrate-
gia de acreditación de los programas impartidos por la Universidad 
para garantizar la excelencia académica de la formación profesional 
ofertada (Secretaría de Docencia, 2005).
Políticas públicas y nuevos saberes
Todo proceso de enseñanza, de formación o de capacitación obedece 
a la misma lógica: traspasar varias estructuras mentales —valóricas 
y/o cognitivas— entre sujetos, unos operando poseedores de ella y 
otros como receptores (Boisier, 2007: 113).
Por ejemplo, en la educación básica, el propósito principal de la fun-
ción docente es formar niños en los valores socialmente aceptados; 
en la escuela secundaria el propósito es desarrollar en los estudian-
tes un conjunto de habilidades básicas, tales como las matemáticas, 
lingüísticas, o comprensión del medio en el cual se desenvuelve la 
vida cotidiana; en la escuela de bachillerato el objetivo es “culturi-
zar” al educando, desarrollando sus capacidades para interactuar 
con el medio, a partir, entre otros conocimientos, de la historia de su 
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propio entorno y de la inserción de su hábitat en el entorno mundial; 
en el ciclo de educación superior la enseñanza se orienta al conoci-
miento aplicado, lo que deriva en una profesión como medio de ser 
y ganarse la vida (médico, abogado, ingeniero, etc.). En tanto, en el 
ciclo del posgrado se debe distinguir entre el nivel de diplomado y 
de maestría entre el desarrollo de una capacidad de especialización 
vertical (un saber más refinado sobre la formación profesional) y el 
de una capacidad de expansión horizontal (aumentar los saberes y 
conocimientos, incursionar en otras disciplinas profesionales). Por 
último, en el nivel de doctorado el énfasis estará en el desarrollo de 
las habilidades investigativas, tanto empíricas como ensayísticas y 
en el desarrollo de la originalidad de pensamiento, así como en la 
capacidad de construir nuevos marcos cognitivos (Boiser, 2007:113).
El conocimiento transmitido en estas diferentes etapas será usado 
por los receptores, bajo dos formas alternativas o complementarias: 
una gran mayoría de los educandos usará el conocimiento transmi-
tido para “usarlo en la práctica cotidiana de su ejercicio profesional, 
[en tanto que una minoría lo usará] para someter a prueba el conoci-
miento adquirido, para modificarlo y para incrementarlo. [Se trata de 
la distinción usual entre] practitioners or academicians, [entre practi-
cantes y teóricos]” (Boisier, 2007: 113-114).
Los cambios de sistemas económicos estatizados, cerrados y cen-
tralizados a sistemas que aparecen ubicarse en las antípodas torna 
obsoleta buena parte del conocimiento, a lo menos aquella parte del 
conocimiento, a lo menos aquella parte generada mediante proce-
sos de learning by doing (Boisier, 2007: 115).
En las sociedades del conocimiento3 la inversión principal es la educa-
ción y la investigación caracterizada por el uso intensivo y extensivo 
3 El término sociedades del conocimiento fue empleado por primera vez en 1969, en 
el libro La era de la discontinuidad de Peter Drucker. El autor llama la era de la 
discontinuidad al periodo cuyos cambios se habían venido sucediendo, en el siglo 
155
de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) no sólo 
para intercambiar información, sino para crear nuevos conocimien-
tos y dar paso a la innovación.
Las sociedades del conocimiento se refieren a aquellas “sociedades 
en redes que propician necesariamente una mejor toma de concien-
cia de los problemas mundiales. Los perjuicios causados al medio 
ambiente, los riesgos tecnológicos, las crisis económicas y la pobreza 
son elementos que se pueden tratar mejor mediante la cooperación 
internacional y la colaboración científica” (UNESCO, 2005: 20). Por 
ello, las sociedades del conocimiento comprenden nuevas formas de 
solidaridad con las generaciones presentes y futuras, pues éste es un 
bien público a disposición de todos.
Las sociedades del conocimiento están integradas por personas, em-
presas, grupos e instituciones en redes de aprendizaje que compar-
ten información para construir conocimientos de acuerdo con sus in-
tereses y realidades, y utilizar ese conocimiento de formas creativas 
para concebir y forjar su futuro. 
Las sociedades basadas en conocimiento se caracterizan por un 
constante aprendizaje, el uso de las TIC y la innovación. Éstas fa-
cilitan la distribución y acceso a la información, materia prima del 
conocimiento, son tanto una herramienta para la educación formal 
como para la apropiación del conocimiento de manera independiente. 
La excelencia en investigación es una plataforma para la creación de 
bienes y servicios basados en el conocimiento (Zepeda, 2009: 5).
Las universidades se vinculan estrechamente con la nueva economía 
sustentada en la innovación tecnológica y la producción de conoci-
XX, principalmente en la segunda mitad, sobreviniendo un cambio acelerado en la 
tecnología de la información y la comunicación, impactando todos los ámbitos sin 
detenerse; generando más cambios sin interrupciones en las condiciones en que 
se encuentra. El cambio discontinuo rompe el esquema de los cambios anteriores, 
más aún es un cambio global.
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mientos de alto valor social y económico. Son, idealmente, las insti-
tuciones base para la producción de aprendizajes de alto nivel, de la 
investigación científica y de la formación especializada de los exper-
tos que producen conocimientos y aprendizajes (Zepeda, 2009: 5).
De lo anterior deviene la necesidad de un Estado que esté a la par del 
dinamismo del mercado y de las necesidades sociales, estableciendo 
vínculos entre los dos sectores, porque “El mercado no actúa en un 
vacío institucional y sin una infraestructura en el sentido amplio del 
término, educativa, tecnológica, financiera, física, ambiental y social 
para toda la economía. Esta infraestructura no puede ser proveída 
por ninguna empresa ni guiada por las señales del mercado: sólo el 
Estado puede hacerlo” (Ayala, 2002: 54). 
Sin embargo, en el mundo digital la educación adopta el enfoque de 
las competencias para pensar los saberes de los alumnos referidos a 
la formación laboral en la que una vez egresados de las universida-
des no requieren conocer la totalidad de un proceso determinado, 
pues se trata de una organización laboral donde se encuentran sufi-
cientes individuos poseedores de determinadas competencias para 
garantizar la “presencia organizacional del saber” (Mercado citado 
por Terigi, 2013: 20).
Las nuevas necesidades educativas apuntan a un nuevo concepto de 
los saberes, ya no se consideran como entidades estáticas y repro-
ducibles —según el modelo tradicional del saber transmitido por el 
profesor universitario—. Acorde con esto se plantea una educación 
basada en el desarrollo de competencias, dotando a los individuos de 
capacidades que les permitan adecuarse a los requerimientos que la 
disciplina en formación y posteriormente la sociedad y el ámbito la-
boral prescriban. La educación superior en la actualidad requiere pa-
sar de una lógica de la enseñanza sólo con la modalidad discursiva, a 
otra en situaciones problema, en donde el profesor auspicie, modele, 
157
ilustre y retroalimente los desempeños idóneos como alternativas 
de solución (Lobo et al., 2013: 2).
Para la educación superior, en el ámbito de formación de los profe-
sionales universitarios, la adecuación a estas transformaciones su-
pone un reto específico. Primero, porque la acumulación de nuevos 
conocimientos produce una acelerada obsolescencia de sus conteni-
dos y de sus estrategias. Segundo, porque la evolución de las TIC y su 
aplicación a los procesos productivos, produce, a su vez, un mercado 
de trabajo flexible, donde es difícil determinar con anticipación sufi-
ciente los perfiles que se requerirán a mediano o largo plazo (Tejeda 
citado por Lobo et al., 2013: 4). Por un lado, la organización del traba-
jo en las instituciones exige nuevas competencias y por otro, la pro-
pia sociedad las exige también, en torno a lo denominado “adapta-
ción a los cambios” socioeconómicos y políticos (Lobo et al.,  2013: 4).
Para los profesionales de la educación, el enfoque por competencias, 
lejos de dejar de lado los saberes y estar en contra de ellos, imprime 
una fuerza nueva, vinculándolos con las prácticas y situaciones com-
plejas y problemáticas, garantizando de esta manera un alto grado 
de transferibilidad de lo que se aprende en los espacios educativos 
hacia los escenarios reales de aplicación. En este sentido, la com-
petencia es conjunto de saberes: saber (conocimientos), saber hacer 
(procedimientos), saber ser (valores) que propicien un pensamien-
to crítico y desarrollen la capacidad de solucionar problemas, tanto 
en el contexto teórico disciplinar como en lo social (campo real de 
la inserción laboral), con una visión inter y transdisciplinario. En tal 
sentido, importa desarrollar las competencias desde las universida-
des para tener como resultante una práctica profesional efectiva y 
congruente con los requerimientos del entorno.
Sin embargo, para los críticos del enfoque por competencias, éste se 
inspira en una concepción de educación y aprendizaje, la cual desta-
ca, por encima de todo “la rentabilidad asociada a la ideología del 
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mundo industrial” (Cázares y Cuevas de la Garza, 2008: 20). El profe-
sional como producto social universitario, debe estar adecuado a la 
redefinición en el mundo del trabajo específicamente en lo que res-
pecta a la cualificación permanente en conocimiento e información 
(o saberes especializados y expertos).4
Políticas estratégicas basadas en competencias de la UAEM
La Universidad Autónoma del Estado de México, a partir del 2002, 
instrumenta el Modelo de Innovación Curricular, el cual dentro de 
sus objetivos contempla un marco estructural sistémico, un ajuste 
permanente a las demandas sociales y avances, una formación cen-
trada en el aprendizaje, una articulación equilibrada de los saberes 
que propician un pensamiento crítico y capacidad de solucionar pro-
blemas, una visión inter y transdisciplinaria, planes flexibles, con sis-
temas de créditos y la decisión del alumno sobre su propio proceso 
de formación (UAEM, 2002). 
4 En el modelo de desarrollo económico del capitalismo informacional, la universi-
dad asume un rol impuesto por la modernidad tardía en cuanto al tipo de actuali-
zación y especialización del conocimiento, así como en el producto social creden-
cialista que emana del sistema. El nuevo profesional cualificado e informacional, 
asume a priori una condición de autonomía en el mundo del trabajo alejado de los 
valores morales de la sociedad industrial, motivado por el tipo individual e inde-
pendiente de las relaciones laborales de mercado.
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Figura V.1.
Modelo de Innovación Curricular
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Modelo de Educación Basada en 
Competencias






Fuente: Secretaría de Docencia (2005), Modelo de Innovación Curricular (UAEM, 2002).
La docencia universitaria está orientada a que el alumno de las carre-
ras económico-sociales adquiera y desarrolle una conciencia social 
y una postura crítica, una concepción humanista y científica, y una 
actitud de indagación ante los objetos del conocimiento y los hechos 
sociales, una formación integral en la disciplina o campo de estudios 
por él seleccionado, para servir a la sociedad y contribuir a la solución 
de problemas, a través de competencias teóricas, metodológicas, 
técnicas y axiológicas (UAEM, 2002). 
En la parte metodológica global para la innovación curricular, la 
UAEM considera que para mejorar la calidad de la educación se re-
quiere la promoción del desarrollo de competencias para un alto 
desempeño profesional, las capacidades e iniciativas del espíritu em-
prendedor (UAEM, 2002). 
El concepto de competencia es diverso, según el ángulo del cual se 
mire o el énfasis que se le otorgue a uno u otro elemento, pero el 
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más generalizado y aceptado es el de “saber hacer en un contexto”. 
El “saber hacer”, lejos de entenderse como “hacer” a secas, requiere 
de conocimiento (teórico, práctico o teórico-práctico), afectividad, 
compromiso, cooperación y cumplimiento, todo lo cual se expresa 
en el desempeño, también de tipo teórico, práctico o teórico-prác-
tico. Por ejemplo, cuando alguien lee un texto y lo interpreta (saber 
hacer) ejecuta una acción (desempeño) en un contexto teórico (con-
tenido del texto) (Posada, 2004).
Siguiendo a Posada (2004), el saber hacer en contexto es el núcleo 
central de una competencia, en torno al cual gravitan los otros sabe-
res: conocer, pensar, ser, convivir, sentir, compartir, etcétera. 
Por ejemplo, si un programa académico de ciencias de salud 
considera que sus egresados deben aprender a contribuir con 
la salud y seguridad de las personas y de sus ambientes (saber 
hacer), deben entonces aprender a analizar, interpretar y ar-
gumentar (pensar) los conocimientos relativos a la salud, la 
seguridad y el ambiente, y proponer alternativas de solución. 
Igualmente deben aprender a ser sensibles, a compartir con 
sus colegas (trabajo en equipo) y a comprometerse con las 
soluciones a la problemática planteada (Posada, 2004: 27). 
De tal suerte, la didáctica en la educación por competencias está 
relacionada con la forma de cómo enseñar, cómo orientar el apren-
dizaje, de acuerdo con los fines de la educación por competencias. 
A diferencia de la didáctica tradicional basada en la transmisión del 
conocimiento por parte del docente, la didáctica establecida en com-
petencias propone una forma diferente de enfrentar el hecho educa-
tivo mediante el replanteamiento de los papeles involucrados, como 
el entorno, considerando que los problemas de la educación trascien-
den el espacio aúlico y tienen un sentido social, hasta político. 
Esta didáctica alimenta el diseño instruccional como base para la 
elaboración de programas de estudio de competencias en las dis-
tintas carreras impartidas por la UAEM, lo cual permite organizar y 
161
sistematizar la labor docente a partir de la definición del propósito 
y competencias profesionales, contenidos, estrategias y evaluación 
de los aprendizajes. Esto conlleva a identificar la estructura del pro-
grama de estudios por competencia, éste describe el material que 
los estudiantes van a desarrollar mediante la unidad de aprendizaje 
para alcanzar los resultados señalados y la forma en cómo serán va-
lorados sus logros de aprendizaje por los maestros. Si los profesores 
saben lo que se espera de los alumnos, podrán planear, preparar y 
presentar las actividades de enseñanza y revisar qué tan bien hacen 
lo que se espera de ellos.
Planear, preparar y presentar una actividad de enseñanza implica con-
cebir la enseñanza como un proceso y es más eficiente si el programa 
continúa un proceso de enseñanza. Mientras, el proceso de enseñan-
za se presenta secuencial, el programa es un proceso cíclico. A me-
nudo, se moverá hacia atrás o hacia delante mientras se desarrolla.
De esta manera, la unidad de aprendizaje permite integrar los sabe-
res adquiridos y/o por adquirirse, es un proceso continuo en la pro-
fesionalización de docente que los obliga a pensar en su quehacer 
cotidiano desde la perspectiva del Modelo de Innovación Curricular, 
esto permite, por un lado, una organización con miras a promover 
eficazmente la competencias profesionales de los discentes y, por 
otro, evaluar, en el sentido de la retroalimentación, sus acciones es-
pecíficas y tomar decisiones futuras y el sentido que debería asignar 
el maestro (UAEM, 2002). La unidad de aprendizaje es el componen-
te funcional del plan de estudios, ofreciendo un conjunto organizado 
y programado de actividades y experiencias de aprendizaje y su valor 
será en créditos. 
En suma, el modelo de orientación de la formación profesional de las 
carreras económico-sociales refiere el desarrollo de competencias ge-
néricas y profesionales /investigación a desarrollarse en tres núcleos 
de formación (básico, sustantivo e integral), mismo que enlazan con 
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el modelo de enseñanza-aprendizaje, enmarcado en dos momentos 
de formación: inicial y profesional. El primero hace referencia a co-
nocimientos teórico/metodológicos/instrumental y el segundo a la 
praxis, incluyendo la forma transversal y lo axiológico. Asimismo, se 
consideran los tipos de aprendizaje, (saber, saber hacer, saber convi-
vir), teniendo un proceso de enseñanza centrado en el alumno. 
Los saberes en el Centro Universitario UAEM Valle de México 
El inicio del Centro Universitario UAEM Valle de México se remonta 
a septiembre de 1996, cuando la Universidad Autónoma del Estado 
de México, como parte de su proyecto de extensión, continuaba la 
desconcentración educativa de la capital del estado para participar 
en el desarrollo de otras zonas y apoyar a los jóvenes mexiquenses de 
Atizapán de Zaragoza, Tlalnepantla de Baz, Naucalpan, Cuautitlán Iz-
calli, Nicolás Romero, Coacalco, Cuautitlán, Ecatepec, Huixquilucan, 
Isidro Fabela, Jilotzingo y Tultitlán, a lograr sus aspiraciones de obte-
ner un lugar donde formarse como profesionistas en distintas áreas 
de conocimiento, creando la Unidad Académica Profesional Valle de 
México, con 10 programas educativos: Actuaría Financiera, Admi-
nistración, Contaduría, Derecho, Economía, Relaciones Económicas 
Internacionales, Informática Administrativa, Ingeniería en Computa-
ción, Ingeniería en Sistemas y Comunicaciones e Ingeniería Industrial.
En 2006, la Unidad Académica Profesional Valle de México se trans-
forma en Centro Universitario UAEM Valle de México, se conforman 
los Consejos Académico y de Gobierno. Años después se incorpora a 
distancia la Licenciatura de Informática presencial. En 2013, cambia 
el nombre de la Licenciatura en Actuaría Financiera por Licenciatura 
en Actuaría. 
El Centro Universitario UAEM Valle de México tiene la misión de im-
partir estudios profesionales y avanzados de carácter multi e inter-
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disciplinario para formar profesionales altamente calificados, dando 
respuesta a la demanda educativa de la población en nivel superior, 
coadyuvando con ello a elevar su nivel educativo, de trabajo, produc-
tividad y creatividad; a través de las licenciaturas que se imparten.
En ocho programas educativos del área de ciencias sociales y econó-
micas-administrativas se concentra el 73% de la matrícula. La efi-
ciencia terminal global de estos programas es del 56.6%; por cada 
carrera es: Actuaría 60%, Administración 73.5%, Contaduría 66.7%, 
Derecho 63%, Economía 26.3%, Informática Administrativa 91.1% e 
Informática Administrativa a Distancia 100%, y Relaciones Económi-
cas Internacionales 82.5% (González, 2014: 5).
Como parte de la acreditación de los programas de calidad se tie-
nen siete programas evaluados por los organismos acreditadores 
respectivos. Para el caso de Administración, Contaduría e Informá-
tica Administrativa, por el Consejo de Acreditación en la Enseñanza 
de la Contaduría y Administración, A.C. (CASECA); para Actuaría. 
Economía y Relaciones Económicas Internacionales, por el Consejo 
Nacional de Acreditación de la Ciencia Económica, A.C. (CONACE), 
y para Derecho por el Consejo Nacional para la Acreditación de la 
Educación Superior den Derecho, A.C. (CONFEDE).
Siguiendo las políticas estratégicas de la UAEM, en cuanto a redes 
e internacionalización, busca impactar en el desarrollo académico e 
interés científico para potenciar de esta manera el intercambio estu-
diantil y movilidad de profesores de Valle de México. De acuerdo con la 
Coordinación de Investigación del Centro Universitario durante el pe-
riodo 2011B, 2013A y 2014A, la cultura de cooperación internacional en 
la comunidad universitaria se muestra en los siguientes indicadores. 
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Cuadro V.1.
Indicadores Red Interna de Cooperación Internacional
Dependencia: Centro Universitario UAEM 





Profesores participantes en 
actividades en el extranjero
5 5
Alumnos participantes en 
programas en el extranjero
5 1
Publicaciones en revistas internacionales - 3
Publicaciones en artículos 
internacionales indexados
38* 9
Publicaciones en artículos o memorias 
y revistas internacionales en México
- 4
Participación en Congresos 
Internacionales en México 
15 5
*Las 38 publicaciones comprenden publicaciones en revistas internacionales, en artí-
culos internacionales indexados, en artículos o memorias y revistas internacionales 
en México.
Fuente: Coordinación de Investigación del Centro Universitario UAEM Valle de México 
2013 y 2014. 
En cuanto al uso intensivo y extensivo de las TIC para crear nuevos 
conocimientos y saberes en los estudiantes del Centro Universitario, 
se cuenta con 8 salas de cómputo, 3 aulas digitales y 2 aulas digitales 
portátiles, una sala de juicio orales y software especializado Aspel 
para la carrera de Contaduría y Minitab para Economía y Actuaría 
(González, 2014: 9). 
Como se puede observar, el Centro Universitario UAEM Valle de Mé-
xico busca a través de la flexibilidad y pertinencia de sus programas 
ofrecidos en las carreras económico-sociales, la calidad académica 
en los conocimientos y saberes en la impronta de la acreditación, la 
internacionalización y uso las tecnologías. 
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A pesar que el modelo curricular en la UAEM implementado en 
2002 persigue responder a una estructura sistémica institucional, 
se siguen presentando algunos problemas en el Centro Universitario 
UAEM Valle de México.
a) A 20 años de constitución del Centro Universitario pre-
valece el poco crecimiento de las carreras originales, 
así como el nulo crecimiento de nuevas carreras que 
respondan a las necesidades emergentes de la socie-
dad de la región alrededor del espacio universitario.
b) La duración uniforme que los estudios profesionales 
exige impide a los alumnos realizar su actividad aca-
démica de acuerdo con sus condiciones y capacidades 
personales.
c)  La inexistencia de salidas alternativas a diferentes ni-
veles escolares, pues sólo existe una forma de egreso 
legítimo, cumplir con todas las asignaturas de un plan 
de estudios y con todos los requisitos de la recepción 
profesional.
d) El aislamiento y la autosuficiencia de escuelas y carre-
ras, que impiden la utilización eficiente de los recursos 
y la movilidad del estudiante entre áreas de conoci-
miento, esto produce una formación cultural unilate-
ral y fragmentaria.
e) El formalismo reglamentario sobrevalora el cum-
plimiento de requisitos administrativos del proceso 
educativo, en detrimento de otros más significativos, 
como el logro demostrado de objetivos de aprendizaje.
f) Priorización de los procesos administrativos con la 
consecuente sujeción de la vida académica institucio-
nal a ellos.
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g) Continuidad de métodos pedagógicos tradicionales 
que generan aprendizajes estáticos, rutinarios, frag-
mentados y memorísticos.
h)  Una formación unidisciplinaria centrada en discipli-
nas tradicionales cuya articulación y comunicación con 
otras de la misma área de conocimiento o asociadas es 
nula o escasa, o bien responde a esfuerzos utilitarios, 
sin una visión holística (inter y transdisciplinaria) del 
conocimiento y formación de profesionales e investi-
gadores.
i) Centralización en la toma decisiones académicas con 
la consecuente carencia de trabajo colegiado.
j) Concepciones y prácticas evaluativas desvinculadas de 
los procesos para lograr mayores niveles de calidad en 
los procesos de evaluación de formación profesionales.
En síntesis, el Centro Universitario como espacio de nuevos saberes 
sigue las políticas públicas institucionalizadas por la UAEM, a princi-
pios de la primera década del siglo XXI, a través del Modelo de Inno-
vación Curricular por competencias. Sin embargo, todavía tiene un 
largo camino por recorrer para alcanzar las expectativas de desarro-
llo en los procesos individuales, profesionales y sociales.
Conclusiones
La educación superior basada en competencias implementado por 
la UAEM, en particular el Centro Universitario, tiene como misión 
la promoción del desarrollo de competencias para un alto desem-
peño profesional, las capacidades e iniciativas del espíritu emprende-
dor. Para los especialistas en educación, esta idea vincula la educación 
superior con la formación de perfiles para los empleos de la industria 
para lo cual el estudiante no requiere demasiada teoría ni armas críticas 
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y analíticas, históricas y filosóficas, científicas y políticas, sino una 
preparación para ser profesionista responsable, informado, especia-
lizado y eficiente.
Sin embargo, no se puede lograr una formación informada, especia-
lizada, eficiente, analítica, responsable y crítica, sin una formación 
teórica y sin conocer y participar de una cultura general y universal. 
Los espacios del saber para mantener un hacer más integral conca-
tenan las necesidades de la empresa, sin perder de vista el propósito 
de las universidades públicas que es responder a las necesidades de 
la sociedad.
En este sentido, el Modelo de Innovación Curricular por competen-
cias de la UAEM busca, a través de la flexibilidad y pertinencia de sus 
programas ofrecidos en las carreras económico-sociales (Actuaría, 
Administración, Contabilidad, Derecho, Economía, Informática Ad-
ministrativa y Relaciones Económicas Internacionales), la calidad 
académica en los conocimientos y saberes en la impronta de la acre-
ditación, la internacionalización y uso las tecnologías.
Así, el profesional del Centro Universitario, como producto social, 
debe estar adecuado a la redefinición en el campo laboral específica-
mente respecto a la cualificación permanente en conocimiento e in-
formación (o saberes especializados y expertos), lo cual implica una 
dinámica positiva, es decir, en la superación de la adversidad para 
responder a las necesidades de su espacio regional sin dejar lado vi-
sión holística (inter y transdisciplinario) que establezca lazos con las 
distintas comunidades establecidas a su alrededor. 
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